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apercibiéndole en fonna y advirtiéndole de las prevencio­
nes de Ley; quedó enterado firmando. Certifico A.
Gómez. (F1Ill1a ilegible).» '

La otra citación reproduce el mismo texto, salvo la fecha de 29
de mayo de 1984, e~ nombre del guc dice ser vecino, que es el de
don VIcente ?érez, sIendo las dos firmas ilegibles. Consta asimismo
en las actuacIOnes del Juzgado de Instrucción, según la diligencia de
VIsta de la apelacIón, que «por la pane apelante se solicita la
revocación de la Sentenc!a con devolución al Juzgado de Distrito,
en el momento procesal Invocando el arto 24 de la ConstituciÓn».

8.' Por providencia de 11 de febrero de 1987 se señaló para
deliberación y fallo el día 18 de febrero de 1987.

11. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. Ant~s de e.n~ en el fondo del asunto procede examinar el
motivo de madmlSlón (que en esta rase procesal se convertiría en
motivo de desestimación) alegado por la reJ?resentación del señor
Ortega Panadero y que consiste en DO haber lDvocado el recurrente
formalmente en el proceso el derecho constitucional vulnerado tan
pronto como conocida la violación hubiere lugar para ello lart.
44.1 c) en relación con el 50.1 b), ambos de la LOTe]. En el caso
presente, el momento oportuno para hacer la referida invocación
fue la vista oral de la apelación, en la cual hizo expresamente el
~urrente la refenda lDvocacl6n según consta en la correspon­
diente aeta y se recoge en el antecedente núm. 7 de esta Sentencia,
por lo que debe recb.arzarse la concurrencia del citado motivo de
madmisi6n.

2. En cuanto al fondo del asunto, se centra éste en determinar
si se vulneró el derecho del recurrente a la defensa (art. 24.1 de la
Cons~t~~6n) al no ser debidamente citado para su comparecencia
en el JWOl0 verbal de faltas ante el Juzgado d~ Distrito, yal no serlo
~poco una testIgO, propuesta por el mIsmo recurrente. Las
CItaCIones correspondientes se practicaron en aplicaci6n del art. 172
de. la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en relación con el 175 de la
mIsma Ley', que autonza a entregar a otras personas la cédula
correspondiente, caso de no ser habido el interesado en su
domicilio y de no encontrarse en él nadie «a uno de los vecinos más
próximos». La Ley no exige, por tanto, la citación directa a la
persa.na inte~sada, cuando no sea posible en el momento de
pracucarla, smo que, en aras de una mayor rapidez en la adminis­
traeióp. de la justl~ia, pennite realizarla a otras personas, pero con
la eVIdente finalidad de que éstas la hagan llegar al citado
«mmedlatamente que regrese a su domicilio» bajo apercibimiento
de multa caso de no hacerlo (art. 173 de la L. E. Crim.) y con el
nesgo de que se le pueda exigir responsabilidad si en la omisión de
la entre&'! medíase culpa o negligencia (art: 1.902 C¡el Código Civil).
l.?S.reqUISlt~ que eXIge la Ley para praeucar la CItación a persona
~stInta de la Interesada ofrecen, por tanto, una relevancia constitu­
CIonal y son garantíljls de que el CItadO conocerá a tiempo la citación
y podrá comparecer en el momento fijado y actuar en su defensa.
En el presente caso, y según resulta de los datos que figuran en
autos y que se recogen en el antecedente núm. 7 la citación del
interesado se hizo a quien dijo ser vecina y llam~ de determi­
nada manera, sin que se especifique cual era el domicilio de la
vecina ni si se tra~ba de «un~ de l~s vecinos más próximos» de
que habla la Ley DI ta!DJXlC9 se ldentifica a esta vecina más que por
el nombre y un apellido, SIn que figure el segundo apellido, DI el
número de su documento nacional de identidad u otro medio
fehaciente ~e .identificaci~n. ~s decir, no consta en la diligencia
corres~ndi~nte que la CItacIón se hiciese a persona suficiente­
mente Identlficada y que fuese realmente «uno de los vecinos más
pró~mos». Y dado que c:n el resto de .la~ actuaciones tampoco
aparecen datos que acredIten el cumplimIento de los requisitos
legales o que a pesar de esa auseneta el interesado conocía la

5786 Sala Segunda. Recurso de amparo nlimero 878/J984.
Sentencia nlimero 23/1987, de 23 de febrero.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria Begué cantón, Presidenta; don Angel Latorre Segura,
don Fernando Garcia-Mon y González-Regueral, don Jesús
I.,eguina Villa y don Luis López Guerra, Magistrados, ha pronun·
C18do

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 878/84 interpuesto por la
compañía mercantil «Larios, S. A.», representada por el Procurador
de los Tribunales don José Alberto Azpeitia Sánchez, asistido por

citación, hay que concluir que se vulneró el derecho a la defensa
consagrado en el arto 24.1 de la Constituci6n. Consideraciones
análogas han de hacerse respecto de la citación a la testigo, pues al
no constar que se practlcara en la forma debida, se privó al
recurrente de un medio de prueba pertinente para su defensa.

.3. A la conclu~ón anteriC?r no obsta que el recurrente rompa­
TeClese ~n la apelapón y pudíera formular en ella las a1epciones
que ~tlma~ ~entes para la defensa. El procedinuento en
matena de JUIOl0 de faltas establece una doble instancia y el
derecho a la defensa debe ser reconocido constitucionalmente en
ambas, porque, como este Tribunal ya ha tenido ocasión de seíialar
las garantías constitucionales del proceso son exigibles en todas y
~ una de las fases del mismo. Tener derecho a una doble
mstanC18 como aquí ocurre supone tener derecho a ser oído y poder
defen4erse en ambas, y vene privado de hacerlo en una, acarrea la
pnvacI6n de una garantía fundamental, que es precisamente la de
~er defenderse ante dos tribunales distintos. Por ello no son
aplIcables en este caso las consideraciones que hace la Sentencia
1/1983, de 13 de enero, citada por el Fiscal, pues alli se trataba de
la falta de Oltación ante el Instituto de Mediación, Arbitraje y
Concdla~ón (IMAC~ el acto pre.vio de conciliación a un juicio
por despIdo ante la 'stratura de Trabajo. La Sentencia otorgó
~l _am~o, pero hacien O la observación de que si la Resolución
unp~ se hubiera apoyado en consideraciones ajenas a la
conciliación, haciendo superflua o inútil la repetición del iler
procesa1{¡ la indefensi6n no se hubiera producido, por cuanto en
nada i~ ~a en la decisión. Es claro que se trata de un supuesto
muy dlsUnto al que aquí se examina, ya que el acto de conciliación
ante el lMAC no es una instancia procesal ni puede decirse que el
~echo de que no se celebre recorta las posibilidades de defensa del
mteresado. Y como 10 que está aquí en juego es el derecho a la
defeJ;l~ con independencia de cuál sea su eficacia, tampoco es
admISIble, el argumento de que de todas formas y aunque hubiese
comparecIdo el recurrente el resultado hubiese sido el mismo
porque ~s pruebas por las que fue condenado eran objetivas e
mdepend¡ente de lo que él pudiera alegar.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional
POR LA AUTORIDAD QUE ¡'E CONFIERE LA CONSTITU:
CION DE LA NACION ESPANOLA,

Ha decidido:

Otorgar el a~paro solicitado por don Eduardo Salinas Damián,
y en consecuencUl

1.0 Declarar la nulidad de la Sentencia del Juzgado de Distrito
núm. 14 de Valencia díetada en juicio de faltas con fecha 29 de
JuniO de 1984 (núm 340/1984) y del Juzgado de Instrucción núm.
2 de la ml~ capital de fecha 24 de octubre de 1984 (Rollo de
apela~lón numo 167/1984) que confirmó la anterior.

2. Retrotraer las actuaciones del proceso penal hasta el
mo~e?-~ anterior a la citación de las partes 'j testigos a la vista oral
d~l J~IClO de faltas ap.te el Juzgado de Distrito, practicando las
CItaCIones ~rrespondien~ ~n forma que conste en 1as diligencias
correspondientes el domICIlIo de la ~rsona a quien se realiza la
calidad en que se le hace y su identldad. '

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a 20 de febrero de 1987.-Gloria Begué
Cant6n.-Angel Latorre Segura.-Femando García·Mon y González·
Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-JesÚs Leguina VilIa.-Luis
López Guerra.-Firmados y rubricados.

el Letrado don Valentín Cortés Dominguez, contra dos Sentencias
de la Sala Primera del Tribunal Supremo, díetadas ambas en el
recurso de casación núm. 1.060/82, de fecha 30 de octubre de 1984,
por la pnmera de las cuales se dio lugar a la casación y anulación
de la Sentencia de la Sala de lo Civil de la Audiencia Territorial de
Granada núm. 227/82, de 27 de abril de 1982, y por la segunda se
decretó la nulidad del Acuerdo de la Junta extraordinaria de
accionistas de «l.arios, S. A.», por la 9ue modificaha el arto 15 de
sus Estatutos. Han comparecido el Ministerio Fiscal y. doña Pilar
Pries ~ross, representada por el Procurador de los Tnbunales don
FranCISCO Guinea Gauna, y asistida por el Letrado don Jorge Serra
M~rta; y ha sido Ponente el Magistrado don Angel Latorre Segura,
qwen expresa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

1. El 14 de diciembre de 1984 tuvo entrada en este Tribunal
escrito del Procurador de los Tribunales don José Alberto Azpeitia
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Sánchez, en nombre y representación de la compañia mercantil
«Larios, S. A.». por el que Interponía recurso de amparo contra dos
Sentencias de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 30 de
octubre de 1984 (rec. caso 1.062/82). la primera de las cnales casa
la dietada por la Audiencia Temtorial de Granada el 27 de abril de
1982, Y la se~unda anula el Acuerdo adoptado por la Junta general
extraordinana de oLarios, S. A.". por el 9ue se modificó y reformó
el arto 1S de sus Estatutos sociales. En dicho escrito se expone. en
sustancia, lo siguiente:

A) B 31 de junio de 1981. la Junta extraordinaria de accioni~

laS de oLarios, S. A".. aprobó la modificación parcial del art. 1S de
sus EstatutOL Con arreglo a esta modificaCIón se reconocía. al
usufructuario y al acreedor pignoraticio de acciones los derechos
que les confiere el art. 41 de la Ley de Sociedades Anónimas,
reduciendo los que disfrutaban según el texto anterior del citado
artículo de los Estatutos lI.ue consistlan en la totalidad de los
derechos políticos y económiCOS de las acciones dadas en usufructo
o en prenda.

B) La accionista y al mismo tiempo usufructuaria de un
paquete de acciones doña Pilar Pries Gross, que asistió a la
mencionada Junta general y se opuso en forma eXI?res& a la
adopción del referido Acu~ffi interpuso demanda prdiendo la
nulidad del Acuerdo de m . cación de los Estatutos, que fue
desesrimada p'or Sentencia de la Audiencia Territorial de Granada
de 27 de abril de 1982. Contra esta Sentencia interpuso la seilora
Pries recurso de casación por infracción de Ley. que fue estimado
en lo que aquf importa por el Tribunal Supremo en las Sentenciaa
impugnadas por entender que el Acuerdo recurrido vulneraba el
arto 349.1 del Códign Civil Y el 33.3 de la Constitució... al causar
una privación de derechos a la recurrente. alguno de ellos de claro
contenido económico, como el de la preferente suscripción de
acciones, sin compensación ni indemnización alguna.

C) la sociedad solicitante del amparo alega m.nte a las
Sentencias del Tribunal Supremo que en ellas se aplica a un acto
de un ente privado la doctrina de la expropiación forzosa, que
tradicionalmente se ha entendido siempre referido a la privación de
la propiedad u otros derechos llevada a cabo por la Administración
en casos de utilidad pública. Por otra parte, en las citadas
Sentencias, se afirma que la modificación de los Estatutos no oodJa
afectar a derechos de «SOciOD, siendo así que tal modificacíon no
incidia en derechos de los socios, es decir. de los propietarios de
aCCIones, sino de los usufructuarios y acreedores pi¡noraticios. Bien
al contrario, los beneficiados eran precisamente los socios a los que
se reconocían en la nueva redacción de los Estatutos derechos que
antes no tenían, y que son los perjudicados con las Sentencias del
Tribunal Supremo.

Dl Entiende la sociedad recurrente que dichas Sentencias
vulneran el derecho a la tutela judicial eli:ctiva y a la defensa
consagrada en el art. 24.1 de la Constitución. Se viola, según la
recurrente. el derecho a la tutela judicial efectiva en cuanto las
Sentencias impugnadas no están realmente fundadas en derecho y
la a~licación que el! e~ se hace de la l..,mdad ordinaria es
manifiestamente arbltrana, manifiestamente 1mIZOnable y mani­
fiestamente lft'lIZonada, lo que debe dar lugar al amparo constitu­
cional según la doctrina sentada por este Tribunal Se niega
asimismo el derecho de defensa en cuanto las citadas Sentencias se
refieren a derechos de los «SOcio",. cuando no fue la situación
juridica de éstos sino la de los nudos propietarios y acreedores
pignoraticios el objeto del pleito. por lo que las Sentencias incurren,
al parecer de la recurrente, en maDifiesta incongruencia y resuelven
cuestiones no planteadas en el juicio y sobre las cuales. por tanto,
no pudo ejercitar la recurrente el derecho de defensa. Seilala a este
respecto la recurrente que solicitó aclaración de las Sentencias
Impugnadas respecto al alcance del término «SOcio" usado en ellas,
aclaración que fue rechazada por Auto de 28 de noviembre
de 1984.

E) Concluye la demanda solicitando la nulidad de las Senten­
ci~ del Tribunal Supremo impugnadas. Por otrosí solicita asi·
mismo la suspensión de la ejecución de dichas Sentencias.

2. Por Auto de 16 de enero de 1985. la Sección Primera de este
Tribunal Constitucional acordó conceder un plazo común de diez
~ al Ministerio Fiscal y al recurrente para que alegasen lo que
estlmasen oportuno sobra la posible existencia del motivo de
inadmisión consistente en carecer la demanda manifiestamente de
contenido. que justifique una decisión por parte del Tribunal
ConstttuClonal. En el plazo seilalado el Ministerio Fiscal presentó
sus alegaCIones, en las que interesó del Tribunal que se desestimase
la demanda por el motivo expuesto en la citada providencia. El
Procurador de la recurrente, en sus alegaciones. reitero los aJlU­
!'lentos expuestos en la demanda, y añadió gue las SentenC18S
impugnadas vulneraban, además, el derecho de hbre asociación, en
q,ue se fun~me!1ta.la soberanía de la Junta eeneral. También se
~1tan como mfnng¡dos el derecho a la segundad jurídica y a la
Igualdad. Concluye solicitando que se admita a trámite la demanda

por no resultar manifiesta la carencia de contenido de la misma.
Por Auto de 22 de mayo de 1985. la Sección Primera de este
Tribunal acordó admitir a .trámite el recurso y por providencia de
la mISma fecha abnr la p.eza separada· de suspens.ón. Prev.a la
tramitación correspondiente. la Sala Primera del Tribunal Consti­
tucional dictó con fecha de 29 dejulio de 1985 Auto no dando lusar
a ella.

3. Una vez recibida en este Tribunal fotocopia certificada de
las actuaciones relativas al recurso de casación que dio motivo al
presente recurso. y habiéndose personado en el proceso constitucio­
nal en virtud del emplazamiento que oportunamente llevó a cabo
la Sala Primera del Tribunal Supremo. el Procurador de los
Tribunales. don Francisco de Guinea y Gauns, en nombre y
representaCIón de doña Pilar Pries Gro.s, la Sección Primera de
este Tribunal, por providencia de 17 de julio de 1985, acordó entre
otros extremos conceder al Ministerio Fiscal y a los Procuradores
de la recurrente y de la selIora Pries un plazo común de veinte días
para que alegasen lo que estimasen conveniente a su derecho.

4. B Fiscal en sus a\egaciones expuso. en slntesis, lo siguiente:

Al En cuanto a la presunta vulneración del derecho a la libre
asociación que reconoce el art. 22 de la Constitución, es menester
tener en cuenta que ese derecho no es absoluto y '1ue tiene entre
otros limites el respeto al derecho a la propiedad pnvada regulado
en el art. 33 de la Constitución. Ahora bie... siendo cierto que una
Sociedad Anónima se rige por sus Estatutos y que la voluntad de
los socios puede cambiarlos, también lo es que esa potestad tiene
como limite el derecho por lo que no es válido un cambio
«il\ius\olO, () sea, contrario a Derecho. Pero el juicio de valnr sobre
la adecuaet6n de un acto a Derecho es competencia exclusiva. y
excluyente de la jurisdicción ordinaria de acuerdo con el art. 117.3
de la Constitución. La admisión de la soberanla de la Junta general
en los términos que sostiene la recurrente privarla a los socios de
la posibilidad de acudit.a.l~ Tnllunal", para el ejercicio de sus
derechos, pues tal postbilidad supondrla un limite a aquella
soberanía. Admitida esa posibilidad de impugnación, lo ocurrido
en este caso es que el Tribunal Supremo ha estimado contrario a
Derecho el acuerdo de la Junta general formulando un juicio de
valor de manera fiIndada en Derecho. racional y 110 arbitraria
mediante la subsanación del supuesto de hecho en la nonna .;
I'rece1?Io ~sitivos. laa normas aplicadaa son: el art. 33.3 de la
Constltucló... no en cuanto reconoce el instituto de la expropiación
forzosa por caUS!' de utilidad pública o interés social. como alega
la recurrente, SlDO en cuanto prohibe privar a nadie de su
propiedad o derechos si no concurren esas causas; y en el mismo
sentido. el art. 349 del Código Civil. .

En conclusión, sobre este punto, el Fiscal entiende que no hay
vulneración del derecho de asociación porque el Tribunal Supremo
lo reconoce, aunque seila\ándose como limite el derecho a la
propiedad privada:

B) Respecto a la supuesta violación del art. 24.1 de la
Constitución. también es nepda por el Ministerio Fiscal. En su
opinió... el recurrente se limita a constitucionalizar lo que es una
crítica discrepante de la solución doctrinal y legal que constituye el
contenido de la Sentencia. Intenta asi convertir al Tribunal en una
tercera instancia. Reitera el Fiscal el argumento. antes expuesto. de
que el Tribunal Supremo se ha lImi~a subsumir el hecho en las
normas jurldicas que ha considerado pertinentes, ejercitando un
juicio de mera legalidad.

No~ las Sentencias impugnadas que la expropiación
forzosa ~ aplicable po~ entes privad~ sino, como se ha dicho,
que nadie puede ser pnvado de sus bienes o derechos sino ~r
medio de la expropiación forzosa, lo que es una interpretactón
razonable del art. 33.3 de la Constitución.

C) B Miniaterio Fiscal rechaza, por último, que la Sentencia
recurrida sea incongruente. En su opinión el fallo es perfectamente
congruente con el petitum de la demanda. la alusión a los socios
no ~~~e conexión con el objeto del proceso, pues se refiere a la
poSlbilidad de reformar los Estatutos, y tiene mero carácter
explicativo.

Dl Concluye el Ministerio Fiscal pidiendo la desestimación
del amparo.

. ~. la rePre5!'ntación de la selIora Pries formuló, en sintesis, las
Slgulentes alegac.ones:

Al la recurrente pretende. en realidad, conseguir una revisión
de las Sentencias del Tribunal Supremo sustituyéndolas por otras
conforme con sus pretension~ sin que la cuestión planteada
recaiga sobre derechos fundamentales susceptibles de amparo. a
~sar de sus alegaciones. Se centran ~stas en las supuestas vulnera·
Clones del derecho a la tutela judicial efectiva y. a la defensa
(art. 24.1 de la Constitución), pcro no es I'()Slble considerar
vulnerados esos derechos cuando se ha obtemdo una Sentencia
razon~ en Derecho y la rec~nte ha estado personada en autos
por medio de Procurador y 8S1Stlda de Letrado. la representación
de la seilora Pries está de acuerdo con que una· Sentencia
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arbitraria, irrazonada e irrazonable vulneraria el derecho a la tutela
judicial electiva, pero niosa que las Sentencias impugnadas revistan
esas caracterlsticas.

B) Entrando en el examen de las Sentencias recwridas afirma
la representaci6n de la señora Pries que no son aceJltables los
argumentos de la recurrente para demostrar que las Sentencias
objeto del recurso no están fundadas en Derecho. AsI, no es ci~,
que la modificaci6n estatutaria debatida tuviese por finaliaaa
adaptar los Estatutos a lo establecido en la Ley de Sociedades
Anónimas, porque ésta DO impone un Rgimen concreto de Derec:ho
necesario en lo que se refiere al usufructo de acciones, e incluso los
Estatutos sociales ya habían sido adaptados a dicha Ley con
anterioridad al amparo de la Disposici6n transitoria vi¡ésima
primera de la misma. Tampoco es cierto que el Tribunal Supremo
haya aplicado a una entidad privada un bloque normaUvo de
Derecho público, cual es el de la expropiación forzosa. El Tribunal
se ha linutado a aplicar los arts. 349 del Código Civil Y33.3 de la
Constituci6n, en los que se dispone que nadie sea privado de sus
bienes y derechos si no es por causa de utilidad publica, p'or
autoridad competente y previa la correspondiente indemnizaClón.
Es decir, reconoce y protege el derecho constitucional a la propie­
dad privada con la salvedad de la expropiaci6n lepI, y es esa la
protección que ha dispensado el Tribunal en sus SentenCUlS, sin que
afirme que el instituto de la expropiaci6n forzosa sea aplicable por
particulares. Tampoeo las Sentencias modifican la anterior juris­
~dencia sobre la cuestión ni de ella cabe extraer oonsecuencias
juridicas que serían inuti1izables en otros casos. Señala también la
misma representaci6n~eaun en el negado supuesto de que
pudiera entenderse en una forma vulnerado el arto 33.3 de la
Constitución, ello DO fundamentar un recurso de amparo,
pues dicho artículo no es de los susceptibles de amparo de acuerdo
con los arts. 161.1 c) y 53.2 de la Norma fundamental.

C) Tampoeo se ha vulnerado, lIOIIun la representaci6n de la
señora Pries, el derecho a la defensa (art. 24.2) por supuesta
incongruencia de las Sentencias' impugnadas. En su opimón el
derecho a la defensa se refiere exclusivamente al proceso penal y
dificilmente puede invocarse en un proceso de orden civil como el
Que motiva el presente recurso. Incluso al~n de esta conside­
raci6n, es lo cierto que el pleito tuvo siempre por objeto la
pretensión de la señora Pries de que se (leclarase nulo el Acuerdo
de la Junta general por el que se modificó el arto 14 de los Estatutos
basándose en la il~ del Acuerdo, sin que pueda decirse,
como afirma la solicitante del amparo, que la Sentencia se refiere
a la privaci6n de derechos de un socio y el pleito a privaci6n de
derechos de un usufructuario.

D) Concluye la representaci6n de la señora Pries solicitando
que se la teDgll por opuesta a la concesi6n del amparo a «l.ario"'.
Asimismo pide que se deniegue la petici6n de la suspensi6n de la
ejecución de las Sentencias recurridas.

6. La representación de la recurrente aleg6, en sustancia, lo
que sigue:

A) Se reitera y se da por reproducida la ar¡umentaci6n de la
demanda relativa a la supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva (art. 24.1 de la Constituci6n) por ser la motivación
de las Sentencias arbitraria, irrazonada e irrazonable, y, por tanto,
no fundada en Derecho, especialmente en cuanto aplica el instituto
de la expropiación forzosa a relaciones entre particulares.

B) Se afirma que las Sentencias recwridas vulneran el derecho
de asociaci60 reconocido en el arto 22 de la Constituci6n. Entiende
la representaci6n de la recurrente que nada hay en la letra y en el
esplntu de dicho artículo que impida extender el concepto de
asociaci6n a las sociedades an6nimas o a cualquier otro tlpo de
asociación mercantil. Respecto. a las sociedades an6nimas el
derecho de aSOCiación tiene dos importantes manifestaciones: una
es la determinaci6n del objeto a conseguir; otra la posibilidad de
organizarse internamente como mejor convenga a los intereses
sociales. Esta última tiene como fundamento constitucional la
libertad de asociaci6n.

C) Una manifestaci6n t1pica de esa libertad en materia de
sociedades anónimas es el derecho que tiene cualquier sociedad a
modificar sus Estatutos sociales, es decir, el de cambiar su
organización interna, rigiéndose estos cambios, así como, en
general la vida social, por el principio de mayoría y no por el de
unanimidad. Ello no supone que la soberanía de la Junta no tenga
límites. Los tienen y vienen impuestos por los derechos a institu·
ciones recogidas en normas de carácter im~tivo y han de ser
respetados también en los acuerdos de modificaci6n de Es\8tutos.
Entre ellos son de señalar especialmente los derechos irrenunciables
de los socios y de sus derechos .inderopbles. Esos limites vienen
marcados por la Ley Y derivan, en último término, del origen
contractual de la SOCiedad Yde los elementos que son esendales a
la vida de la propia instituci6n. .

D) Tales limites a la soberania de la Junta general no existen
respecto al régimen de usufructo o prenda de acciones, que no

afecta al origen contractual de la sociedad ni es esencial a su
existencia. As! resulta del mismo arto 41 de la Ley de Sociedades
Anónimas que es, al menos en parte, una norma claramente
dispositiva. Por ello nada impide legalmente que «Lanos, Sociedad
Anónima», adopte sobre esta cuestión el régimen que considere
más adecuado a 105 intereses sociales y hacerlo así es una aplicación
del derecho a la libre asociaci6n. La única raz60 que da el Tríbunal
Supremo para impedir el ejercicio de ese derecho es que el Acuerdo
viola el arto 349 del C6di¡0 Civil y el 33 de la Constituci6n, por
haber expropiado «laríos, Sociedad An6nim"", a la señora Pries
sin indemnización alguna. Pero dado que, como reiteradamente ha
indicado la representación de la recurrente no cabe una expropia­
ción llevada a cabo por un ente particular, no puede afirmarse que
«Larios» haya realizado una expropiación sin indemnización.

E) Aun aceptando, por pura hipótesis, que las Sentencias
impugnadas quieren decir que no puede privarse a un usufructuario
de acciones de sus derechos por acuerdo de la Junta general, ya que
sólo sería posible hacerlo ~r medio de una expropiación forzosa
llevada a cabo por la AdmIDistraci6n, tal interpretación conducirla
al absurdo de que una sociedad no puede modificar el régimen de
usufructo y prenda de sus acciones, mientras haya un usufructuario
o un acreedor p~oraticio. Así la voluntad de uno (que ni siquiera
actúa como SOClO) se sobrepondría y condicionarla al interés
común manifestado por todos los accionistas, de forma que el
derecho a organizar la sociedad como más adecuado se entienda a
los intereses sociales, que es una manifestación del derecho de
asociación, no estaría en manos de la totalidad de los accionistas,
sino en manos y mijo la voluntad de un tercero ajeno a la sociedad.

F) Examina a continuación la representación de «larios~

diversas cuestiones referentes al usufructo de acciones citando
doctrina al respecto, distinguiendo entre las relaciones interna (las
existentes entre los usufructuarios y el nudo propietario) y las
externas (las relaciones del usufructuario con la sociedad). Estas
últimas se rigen exclusivamente por los Estatutos, que pueden
cambiar, dentro del marco legal, y no afectan a las primeras. Insiste
en que el usufructo es un tercero respecto a la sociedad, pues no es
socio, y en este caso la señora Pries actuaba como usufructuaria
aunque fuese al mismo tiempo socio como titular de un paquete de
acciones. Ahora bien, los limites a la soberanía de la Junta, en 10
que aquí interesa, viene impuesto por el respeto a los derechos de
los socios, y no de terceros. También rechaza la representación de
«l.arios» que sea aplicable el arto 85 de la Ley de Sociedades
Anónimas, entre otras razones por referirse ese artículo a acciones
especiales y no tener este carácter las dadas en usufructo.

O) Da por reproducidas la representaci6n de «l.arios, Socie­
dad Anónima», los argumentos ya expuestos en anteriores escritos
respecto a la supuesta vulneración del derecho de defensa y
concluye reiterando el súplica de la demanda.

7. Por providencia de 3 de diciembre de 1986 se señaló para
deliberaci6n y fallo el dio 10 de diciembre del mismo año.

8. Con fecha 22 de diciembre de 1986, la Sala acordó, para
mejor proveer y con suspensión del término para dictar Sentencia,
reclamar a la Audiencia Territorial de Granada las actuaciones
relativas al recuno de apelación núm. 64/82, en Autos procedentes
del Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Málap, seguidos en
virtud de demanda interpuesta por doña Pilar Pries Gross contra
la Entidad «l.ario..., sobre reforma de los Estatutos sociale. Las
actuaciones fueron, en consecuencia, remitidas por la Audiencia de
Granada a este Tríbunal.

n. FUNDAMENTOS JURIDlCOS

1. En el presente recurso la compañia mercantil «Larios,
Sociedad Anónima», solicita la anulación de dos Sentencias de la
Sala Primera del Tnbunal Supremo, la primera de las cuales casa
ta Sentencia de la Audiencia Territorial de Granada, en que se
desestimaba la demanda presentada por la señora Pries Oro..
contra la sociedad peticionaria del amparo, y la segunda decreta la
nulidad del Acuerdo de la Junta general extraordinaria de dicha
sociedad por el que se modific6 el arto 15 de sus Estatutos. Por
cuanto esta última Sentencia es consecuencia obligada de la
primera, en la que se encuentran los razonamientos expuestos por
el Tribunal Supremo en apoyo de sus decisiones, las consideracio­
nes que siguen se referirán principaIt:nente a la Sentencia que casó
la dictada por la Audiencia Temtorial de Granada.

2. La cuestión debatida en el proceso que motiva este recurso
de amparo consiste, como se ha dicho, en la modificación llevada
a cabo por la Junta general extraordmaria de «Lari.os, Sociedad
Anónima», delart. 1S de sus Estatutos. En su primera redacción,
yen 10 que aquf interesa. dicho artículo conferia al usufructuario
de acciones los derechos inherentes a éstas, mientras que en su
nuevo texto se acomodaba su contenido a lo previsto en el arto 41
de la Ley de Sociedades An6nimas (L.S.A.), reconociendo al
usufructuario sólo el derecho a participar en las ganancias sociales
obtenidas durante el periodo del usufructo y que sean objeto de
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reparto dentro del mismo. El acu",do fue recwrido por 1.. sea­
mes Gross, usuúuctuaria ele un p3qUde de aa:iones. =uno que
fue estimado finalmente po¡: el Tnl>unal Supremo, basán&>v ea
que el acuerdo vulneraba Iosaru.. 349 deICódi~Civil, queproleF
la propiedad privada,. y el33~ ele la CoD.stiWQón que exlicDode ....
protección a todo& 10& derechos, porque openha WI& privación
injusta. de derechos sin indem.D.ización ni COIltrapres1aCión alauna..
Para la SlXiedad demandante del amparo la Scatenda del Tñ6unaI
Suprenw vWn"" los derec1los a la tlItela jlU!icialef&div... que no
se produzca indefensión y a la libre~ renmocjd()f, en los
arts. 24.1 Y 22 de la ConsúUlciOO. En los es<n1OS de la recuste11te
se alude en ocasiones. a otros pseceptos cnnsti'uriona1es como el.
9.3. que se refie<e a la seguridadjurieü<a. Yel 14, en que K l:OIISlIP&
el principio de i¡¡ualdad; pe¡o 01 primero no genem deted10s
sus<:eplll>les de amparo, Y en cuanto al segunolo no se cita. término
concreto de comparación que. pueda servir de base para UD.
enjuiciamiento desde este punto de visa de la <UeIlÍQD planteada.

3. Según la re<um:Bte la wlneracióa del deRdID a la tutela
judicial efectiva se ba produciQo pon¡ue la R:$OIuci6n del Tribunal
s"premo no puede coasiderane UIla deQsión fundada en Derecho,
ya q~ supone una aplícerióe de alep1idac' Gl'bil:raria. ....mfir.
tame.nte llTaZOIl~ Y. ~~eijjrs!a!J!e!lte ÍInIZOIt.a1'Ik:.. y si bien la
apli<acióa de la legaIi4ad conapoade .. 1"" J_ Y Tribuuales
osdinarioo se¡ún el art. 111.3 de la. CamtítDc:iá&,. cuanÓD esa
aplirac'óD revise 101 caratteres que 1& recum:Dle atribuye a la
SenteDcia impuRn'" ..opicaQóp es sólo UIl& apuiellcia. Fre_
a tale> ar¡llJIlentos. "",viene ad-ur, ea prima ttnDiDo,. que
cienamente una dc<isiéJDjudicial fuae ubittma, imIzoaada"
inazonable no estaña fundada en1i:r: "i~ en romernearia. y de
acllUdo cou reiterada _ de _ TribUDal. vu1Desaria 01
derecho a la tutela judicial efectiva reconociclo ea el al\. 24..1 de la
Consútución. Peso tambiéa deb& señalane que, ..- la mioma
recurrente indica., el juicio sobre la arbitrariedad J falla. de
fundamento juridi.ccJ, de WII resoh'CÍÓA judicial debcisti"l'Une
cuidadosamente de las <liIaepan<iu i puedea taIene con la
forma en que el juz¡pu!o< ordinario en eslc ..... el. Tribunal
Supremo) interpreta y apIi<a las Leyes. Tnl>unal Conalit\lCiooal
no puede prouUJ>ciaIse sobre esa úIIíma cuntióD, pon de acuesQo
con el 3rt. 117.3 X:.::i:'0 y el 121.1 de la Con"i1acióD, esa
inter¡>retacKln y ap • • coaespoade CJIclusivamente a kl6 6rp­
nos JwijcjaIes ordjnariO\. salvo que- al hacuIo violaIen aJ:a;una
~ OODStitucional. lo que ea este caao se babsla psod»cido si.
realmente, como afirma la. n:cwrente, la aplicación Iie la Jepli¡Iad
fuese sólo una apariencia por carecu manifiestamente de. todo
fundamento razODllble. Pues bien, el examen desde eal& perspediva
de la Sentencia im\llliDad& no condu<e .. que _ pueda _
considerada como lW.l mndada en ~o..

4. En efecto, dice la. JeaIrft__ la Seu....... en primer
lugar, «arbitraria». porque en ella se afirma que la actuación de una
sociedad anónima ~e modifica .... Estatutor para ajnstarlos a la
lel3lidad vigente ...iJ~ lo que resulta absurdo; y porque lambil!n
en la Sentencia se apllc:a d i",tilalo ele la expropiación forzosa •
una entidad privada, lo que es DO meDOO -o, dado que la
expropiación furz05ll s6Io puede ser DeTada a cabo por la A<fmiJli5.
tración. Pero en contra de lo que señala la~ nin¡uno de
lo. dos argwaeulos son pertinent.... R...peclO al primen> elebe
advertirse que la modificacióD estatu1aria no se ha producido por
la necesidad de ada{'lO!' el texto ele los Estatuto. a pm:eplos !eples
de carácter imperauvo,~ el art. 41 de la Ls.A. no lUIpide que
los Estatutos de una SOCiedad anónima atribuylm al usufructuario
de acciones más derechos que los que imperativamente le reconoce.
Lo que realmeDte se discutió en el proceso y resolvió la Seuteucia
es si la modificación tIa i1e1Ull por otros. motivos y CO!lCI"elaD1eDte.
por lesionar injustamente los derechos. de la. usufruduariL Ea
cuanro al segundo argumento, la. lectusa de la sesoIución impua­
nada revela que su verWt.dera motivaciÓ;D, DO consiste en afin:D8.r
que la Sociedad debió proceder a la expropiaA:ión formsa. I!"'"
reducir [os derecbos de la usufructuaria, lo que seria. insosteujbk.,
sino en considerar que esos. derechos no podíaIl ser reccutado& eA
la forma ~ue lo hizo el Acuerdo social, porque eDo lIlPOIl" una.
privación mjusta de los mismos sin jndemnización ni contrapresta­
ción alguna, lo que COJllradice loo artL 349 del Código Civil y 33.3
de la Constitución. que, SOIlÍn el Tnl>unal Últerpret&, prolul>e ....
privación en tnd", los casos y no SÓ1Q en el ele la expropiación
forzosa, a [a que, por cierto, no se alude ~r.....,.,nte. Esta
interpretación pndrá discutida,. pero no puede taIificarse de «mani·
fiestamente arbitraria» como Iw:e la recurrel1le. El "'Iunolo repro­
che que se formula en la. demamia contra la Senteocia ea. que ésta
es «maniJiestamente imIzonada».1o que tampoco puede aceptarse..
Como se acaba de decir, la Sentencia motiva. su faJIo. aunque .....
de manera muy concisa. por [o que no cabe aIinnas que carezca. de
fundamentación o razonamiento jurídico. En cuanto al tel<u
motivo a1epdo para negar que la. resolucióD re<:nrrida. esté fundada
en Derecho y que consiste en considerar la «manifiestamente.
irrazonable» se basa en una interpretación ele la SenteDcia que DO

se deduce de SR contenido. pues eD ella DO se dice que los
partil:ulases puedaD expropiar dere!:bo. siempre que ;udem........
convenientemente a los terceros expropiados, ni tal consecuencia se
~ necesariamente de su ma!iwciOO Di de su parte dispositiva.
La Ses>le""ia se limita .. _el el caso COnaelO ~nteado,

decidiendo que ea ese supuesto existió UDA privación mjusla de
derechos, lo que no supone que mediaDte iDdemDizacióIllIU<da un
partil:uIar privas de IUS derec1w6 a ,un ten:ero c:uanóo se le antoje.
De todo lo expuesto reaulta que Di la. SenteDf:ia. Id'erida Di, en
coo......ucia, la Que auuIó el A<:uerdo social, v........... el derecho
a la tutela judicial efectiva, ya que no~ afirmarse qne sean
resolu<iOlles .... fundada.a en Derecho.

S. La tewlIeufe nnpugua también la Smtencia dd Tnbunaf
Strpnmo porque ha vu!Derado el de=ho a la demtsa reeonocido
ea el art. 24.1 de la Constitución. Aqumenta la demanda respecto
a .. punlo que el objeta del proceso que desembocó en las
molucioaes impuanadas consistió en decidir si el Acnerdo social
privaba de derecIio a una usu&uctuaria de acciones,. no si se
privaba de derecllos a \DI socio, cuestión esta última que nunca fue
elisculida ni siquiera p1aateadll. Si. embargo, siempre según la
reeurrente, nno ele los puntos esenciales de la Sentencia ... que el
Acuerdo es iIefI!I porque priva. de deredtos a uno de los socios.
Plodida adatadÓII de este extremo de la Sentencia, el Tnl>unal
Supremo elijo que no era neeesw ia '1 que el término socio se
utilizaba «en el sentido propio de su silnilícado». La demanda
sostiene que ele esta fOrma la condena se b. producido en !>ase a
_os '1 fimdameatacionea jnridicas que cambian totalmente la
p<eteasión de la aetora, COD lo que hay una incon¡ruencia absoluta
entre los términos en que se ba plan"""'" el pleito J la resolucióD
dictada por d Tn"bunal Supremo. La consecueDcra seria que la
recumnte ha suftido indefensión, pues no ha podido alegar en el
proceso respecto a la privaciÓII de d=hos del socio. a la que
finalmente se miere la decisión del Tribunal Sapnmo. Pero
tlI!"J"XO ... admiuble esta argumentaciÓII ele la ...urmtte ni se
adVIerte en las resoluciones impusuadas vulneración del d=bo
de defeDSa. El proceso versó, siD dada, sobre la legalidad del
Acuerdo por d qnt se rednclan los deredt", ele la ustiftUctuaria siD
indemnización~ el recurso de casación tuvo como motivo
primero la. inIiac:ción que dic!J.o acuerdo proTocaba del art. 349 del
Código Civil '1 del 33.3 de la Constitución. Este fue el motivo
estimado por el Tribunal Supremo por las razone. ya expuestas y
la razón por la que se maelve la parte diapositiva ele la "'IlD'da de
las Sentencia. impupJadas declwanda la nulidad del Acuerdo. Que
incick:ntaIment se dip eD la motivación que la bl>ertad que
compete a las Juntas Generales no si¡prifica que puedan~ una
injusta privación de d=cho ... sus socios» uo supoue la IntroducC
ción de naa cuestiÓD nueva en el proceso con relevancia para el
l8IIo sobre lo que el recurrente DO bubiesc podido alegar, pu......
evidente que toda la argumentacióD ele la Sentencia se refiere a la
privación de derechoa de la usufructuaria. que po¡: otra parte era
también socio por ser propietaria ele un paquete ele acciones.

6. Queda por elWllinar la alegada violación del derecbo de
lIIOciarióD reaJIIOCiclo eo el art. 22 de la. Norma suprema. Afirma
la recurrenle que O$C dereebo se mieDde tambil!n a las sociedades
men:aDIiles, por lo que aerra aplicable a éstas el derecbo • la
liberlad de orpn:izane "" ya ea virtud de clispoaicionea de C8flicter
lepl lliDo de ua preceplO constittJc:ional. Consecuencia ele ese
derecbo lOria la. Iibertaa de modificar los Estatutoa, respetando
determinad08 limites. que DG. habriaa sido traspen"m en el
A<:uerdo objao del proceso por lo que ese ""nenia estaría. también
pro~ por el desed10 fundameDtaI ooo~o en el art. 22 de
1l!. ConolitucióL Como se ve. el razouamiellto de la recurrente parte
de una premis& que ba.>: que ooosülenr con carácter previo a entras
ea el foDdo de la. c:uest100, y 'I!'~ coosisle.., afirmar Que el ténniDo
<lllSOCiacióD» usado en el citado al\. 22 comprende tanll> las
uniones de personaa de finaJídad no luuativa como las. de fines
1uaaIivos, es decir, las sociedades, y, entre ellas, las anónimas..
Podría paseces. a primera viSla, que nada. K opone a esta
intección, porque si bien es cierto que coa. nuestra terrninolo­
gIa . uaI el témlin<> _ia<i.óol» desisDa !al union... de
persoaao con fines no lucrativos, tambiéD lo ea que un concepto
amplio dc asoaacMIu se encuentra en el Cód~ Civil (arts. 3S.2 y
3ó) al r<feri"" a la ..sociaciÓD d~ iull:ml parll<:uIar», sean civiles,
mcn:antiIes o ¡ndudriales En el mismo sentidQ cabe aducir que
entre otroa ordenamieDlOa se. ha re<:onocido esa exteDsióD. incluso
OOD un texto COI>IIilw:ioDal análOj.<> al nuestro. As!, en Italia, la
doctrina cIominante 00DSú1e.. que 3rt. 18 de su Constitución

~
'no[q al 22 DUeiIrO) apIicabl~ a las sociedade& merc:antiIeL Eu la

~ . Federal Alemana. en so. Ley Fundamental, se reroooce
el bo de íonuar ..soci""iones y _iedade.,. (an. 9.1), y tanto
la doctrina. como 01 Tnl>unal Cnnsútw:ional Federal ban coasid&­
rada en dive...,. aspedo& las sociedades mescanliles cubil:rtas po¡:
ese precepto de la Ley Fundamental

Sin embarll>, y IWI si admitiese esa apertUJll de fines del
de<ecbo fimd'mental de UQCiacióG" ésle sólo podria. invocarsc en
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aquellos casos en que iealmente apareciese vulnerado el contenido
de dicho derecho. Pero en las sociedades mercantiles y, en
particular, en las sociedades de capitales, cuya forma más caracte­
rística es la sociedad anónima, predomina frente a las relaciones
derivadas de la unión de personas, las nacidas de la unión de
capitales, por 10 que, sin excluir la posibilidad de que en determina­
dos casos pueda producirse una lesión del derecho de asociación
respecto a este tipo de sociedades, es necesario plantear en cada
supuesto si el derecho de que se trata "1 que se entiende lesionado
es efectivamente de naturaleza asociatIva o bien tiene un carácter
preferentemente económico. En el presente recurso la posibilidad o
no de Que un acuerdo social reduzca sin indemnización las
facultades del usutructuario, entre ellas la de suscripción preferente
de nuevas acciones, y aumente consiguientemente las del nudo
propietario, plantea una cuestión que atañe sobre todo al contenido
de derechos patrimoniales que se reconoce en el arto 33.3 de la
Constitución y cae por tanto fuera del derecho de asociación y del
ámbito del recurso de amparo.

5787 CORRECCION de errores en el texto de 1.. Senten­
cias del Tribunal Constitucional, publicadas en el
Suplemento al «Boletín Oficial del Estado» número
35, de JO de febrero de 1987.

Advertidos errores en el texto de las Sentencias del Tribunal
Constitucional, publicadas en el Suplemento al «Boletín Oficial del
Estado» numero 35, de 10 de febrero de 1987.

En la P4ina 1, primera columna, párrafo 2, línea 2, donde dice:
..don Franclso Rubio», debe decir. «don Francisco Rubio».

En la página 1, primera columna, párrafo 6, línea 2, donde dice:
AArranz Hernado». debe decir: «Arranz Hemando».

En la página 3, segunda columna, párrafo 1, linea 3, donde dice:
,,",chazado .po,.,., debe decir: «rechazado pa...,..

En la página 3, segunda columna, párrafo 2, linea 9, donde dice:
«opor legis», debe decir: «ope legis».

En la página 4, segunda columna, párrafo 1, linea 6, donde dice:
4das pretencisones». debe decir. 4das pretensiones».

En la página 5, segunda columna, ultimo párrafo, linea 1, donde
dice: «fecha de», debe decir: «fecha 28 de».

En la página 7, primera columna, último párrafo, linea 2, donde
dice: «17 de septiembre de 1986», debe decir: «17 de a80sto de
1985».

En la página 8, segunda columna, párrafo 3, linea lO, donde
dice: «alguna media», debe decir: «alguna medida».

En la página 9, primera columna, párrafo 5, línea 15, donde
dice: «claramente de», debe decir. «claramente se».

FA LLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD QUE J.E CONFIERE LA CON5TlTU­
ClON DE LA NAClON E5PANOLA,

Ha decidido:

Denegar el amparo solicitado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado»).

Dada en Madrid a 23 de febrero de 1987.-Gloria Begué
Cant6n.-Angel Latorre Segura.-Fernando García-Món y González­
Regueral.-JesÚs Leguina Villa.-Luis López Guerra.-Finnados y
rubricados.

En la página 14, primera columna, párrafo 2, línea 5, donde
dice: «proceso de», debe decir. «proceso con.».

En la página 14, segunda columna, párrafo 1, linea 8, donde
dice: 4<hemos dicha», debe decir: «hemos dicho».

En la página 17, segunda columna, párrafo 1, linea 16, donde
dice: «de recurso», debe decir: «de ese recurso».

En la página 18, segunda columna, párrafo J, línea 2, donde
dice: «prevención». debe decir: «previsión.».

En la página 18, segunda columna, último párrafo, línea 7,
donde dice: «responsabilidad ante», debe decir: 4<responsabilidad
política ante».

En la página 21, primera columna, último párrafo, línea J8,
donde dice: «poderes con», debe decir. «poderes. En estos supues­
tos la autoridad refrendante se limita con».

En la página 21, segunda columna, párrafo 1, línea 12, donde
dice: «que el intérprete», debe decir. «Que al intérpretel+.

En la página 21, segunda columna, párrafo 1, linea 15, donde
dice: «actos muy», debe decir: aetos derivados de una propuesta,
o una actividad anterior, de órganos muy».

En la página 30, primera columna, párrafo 3, línea 2, donde
dice: «célula persona1», debe decir: «cédula persona1».

En la página 34, primera columna, párrafo 3, línea 18, donde
dice: «condena en la», debe decir: «condena de la».

En la página 34, primera columna, párrafo penúltimo, linea 5,
donde dice: «los Letrados», debe decir: «dos Letrados».

En la página 35, primera columna, párrafo 4, línea 9, donde
dice: «sus interescs», debe decir: «sus derechos e intereses».


